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1.- VISTOS 

Desata la Sala el  recurso de apelación interpuesto por el señor JOSÉ WILLIAM OCAMPO HENAO, quien disfruta de prisión domiciliaria, contra el auto interlocutorio proferido el dieciséis (16) de noviembre de 2006 por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual negó el permiso para trabajar que presentó el sentenciado.
2.- PROVIDENCIA 

De cara al argumento sostenido por el señor OCAMPO HENAO en cuanto era la persona que responde económicamente por su señora madre de ochenta y dos (82) años de edad, el Juzgado que vigila el cumplimiento de la pena impuesta analizó la situación del sentenciado a la luz de los dispositivos 38 del Código Penal y su respectivo complemento –en lo que hacía con la posibilidad de trabajar para madres o padres cabeza de hogar- el artículo 314 de la Ley 906 de 2004, que comportaba la posibilidad laboral para quienes tuvieran esa calidad por depender de ellos hijos menores de doce (12) años.

Empero, la concesión de la prisión domiciliaria había sido fundamentada por un Juzgado homólogo de la ciudad de Armenia, en el contenido de la Ley 750 de 2002 y por tanto, no podía ser considerado como padre cabeza de hogar, requisito exigido para la concesión del permiso para laborar. En consecuencia, negó la autorización pedida.
3.-  RECURSO

Mientras se encontraba el expediente en el Juzgado de primer grado, el interno presentó escrito de sustentación del recurso, mediante el cual aduce que el señor Juez solamente tuvo en cuenta una parte de la norma consagrada en el artículo 314 de la Ley 906 de 2004 relacionada con no ser padre cabeza de familia por no tener bajo su cuidado hijo menor de doce (12) años, que desconoció lo concerniente con el hijo que sufriere de discapacidad mental permanente, siempre y cuando haya estado bajo su cuidado.
A continuación, argumenta que el principio de favorabilidad rige también para quienes están condenados, según las voces del artículo 6º del Código Penal, que también dispone que la analogía solo se hará en materias permisivas. En ese entendido, nada impide que aunque su situación no encaje perfectamente en lo dispuesto en el artículo 314 numeral 5 ya citado, se le conceda el permiso para laborar, ya que si un padre que tiene hijos menores con incapacidad mental permanente tiene una obligación más estricta para con éstos, en su caso, por estar su madre en la tercera edad, incapacitada para trabajar, sujeto de la protección ordenada por el artículo 46 constitucional, merece igual tratamiento.

Refiere que es la única persona que puede atender las demandas o necesidades económicas de su progenitora, que su propia condición económica no es favorable por lo que pasa por condiciones muy difíciles dada su calidad de condenado. Solicita del Tribunal que haga una aplicación del derecho menos rigurosa y literal, que consulte la realidad y la condición del ser humano que es su destinatario, en aras de permitir como parte del proceso de resocialización, que los condenados que cumplen su pena en la residencia, laboren en actividades lícitas, con horario previamente definido y control estricto del cumplimiento –fuera de tal horario- de la sanción.

Una vez allegó el expediente a esta sede, se le corrió el término correspondiente para que sustentara su disenso con la decisión apelada, para lo cual aportó escrito en el cual básicamente reitera los mismos planteamientos antes esbozados. 
4.-  SE CONSIDERA

Esta Sala del Tribunal es competente para pronunciarse respecto de la apelación presentada, dada su calidad de superior funcional del Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad.

El asunto planteado por el señor OCAMPO HENAO, tiene unas connotaciones interesantes, como quiera que pone sobre el tapete la posibilidad de una interpretación menos restrictiva de la norma penal que está llamada a regular su caso, hipótesis que de salir avante, le permitiría abandonar los límites de su residencia para ir en pos del trabajo que en su decir requiere para solventar las necesidades de su señora madre.
Infortunadamente para los intereses del sentenciado, debe decirse de una vez que una aplicación analógica más favorable para su caso no está llamada a prosperar debido a que el intérprete judicial debe tener buen cuidado de establecer hasta dónde llegan los límites de las situaciones regladas en la norma sustancial. Si bien es cierto, el dispositivo contenido en el artículo 314 de la Ley 906 de 2004 que aunado a lo dispuesto en el artículo 461, integran una proposición jurídica completa que regula los casos de las personas a las que por específicas circunstancias especiales se les puede permitir abandonar la detención intramural, vino a llenar un vacío legal –como con acierto lo señala el a quo- en tanto la protección que anteriormente existía para los menores, quedaba concretada solamente al retorno de la madre o padre cabeza de familia a su hogar, sin posibilidades de acceder al mercado laboral; no lo es menos que la norma en la forma en que fue concebida, tuvo como únicos destinatarios a los hijos menores de doce (12) años o a aquellos descendientes que sufrieren incapacidad mental permanente –sin importar su edad-, aspecto este último señalado por el apelante.
No se puede desconocer que la Constitución protege a una serie de personas a quienes históricamente se les ha encontrado en condiciones de inferioridad frente al grueso de la población vr. gr. los ancianos, las mujeres y los niños, entre otros, sin embargo, no puede significar que la protección especial allí dispuesta se pueda trasladar de buenas a primeras a tales sujetos de especial protección, cuando para ello se requiere del respectivo desarrollo legislativo que regule de manera clara y expresa la materia. Desde la óptica de la Ley 906, niños y mujeres –incluso algunos hombres en circunstancias especiales- han visto cómo paulatinamente han sido cobijados por la Ley en lo que hace con los asuntos penales, para lo cual se han creado normas como la que aquí nos concita, en aras de regular sus derechos cuando puedan verse afectados por el cumplimiento de una pena, permitiéndoles estar juntos e incluso, trabajar externamente para arbitrar recursos para su manutención, pero en el caso de las personas de la tercera edad el legislador todavía no ha visto la necesidad de emitir regulación alguna. Ello no significa que los ancianos estén desprotegidos, dado que con anterioridad se habían promulgado normas que como en el caso del sentenciado les permiten que los sentenciados cuando así lo requieran, retornen al hogar para prodigarles los cuidados necesarios.
En ese orden de ideas, dado que no se puede conceder el permiso solicitado, el sentenciado bien puede acudir a realizar actividades laborales en el seno del hogar que lo ha acogido, en pos de conseguir los recursos que le permitan velar por su sostenimiento y el de su señora madre.

Al margen de lo anteriormente esbozado, llama la atención la Sala en que el peticionario no ha aclarado cuál es la real situación de su progenitora, pues si se mira con detenimiento el expediente, cuando el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la vecina ciudad de Armenia le concedió el sustituto de la prisión domiciliaria, lo hizo con sustento en la información existente en el sentido que la señora MARÍA GRACIELA ARIAS DE HENAO vivía sola en una habitación arrendada en esa localidad. Acontece que con posterioridad pidió que se le permitiera seguir descontando su pena en esta capital, en la casa de su hijo, localizada en la Carrera 17 No. 96-00 Villas de la Madrid, Bloque 3 Apto 402, lo que en efecto se le permitió. Frente a este cambio de situación, debe resaltarse que a la judicatura no se le ha explicado si la señora en mención continuó viviendo en la capital quindiana o también fue trasladada a la dirección anotada, hipótesis última que conllevaría que la situación presentada por el sentenciado no sea tan apremiante como se relata, ante la posibilidad latente de que al brindársele la ayuda a él, también conllevaría a la asistencia para la abuela.

Así las cosas, el Tribunal procederá a confirmar la providencia apelada.  
5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, que fue objeto de alzada. 
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

     MARÍA MERCEDES LÓPEZ MORA
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ  
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